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que presenta interés casacional consiste en determinar si la tramitación de un procedimiento de 
regularización catastral, que conlleva la modificación del valor catastral en virtud del cual se fija la base 
liquidable del IBI, interrumpe o no el plazo de prescripción del Derecho de la Administración para determinar 
la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación de las cuotas de ese tributo. Resulta necesario el 
pronunciamiento del Tribunal Supremo, pues son numerosos los casos en que se tramitan procedimientos 
de regularización catastral con la consiguiente incidencia en el ámbito de la gestión de los tributos locales, 
en particular en la fijación de la base liquidable del IBI, lo que hace conveniente la interpretación de las 
normas y principios aplicables en esta materia. La STS de 13 de enero de 2011, recurso n.º 164/2007 
(NFJ042033) en torno a las características que han de reunir los actos de la Administración para que puedan 
tener eficacia interruptora de la prescripción, fija la doctrina consistente en que sólo interrumpe el plazo de 
prescripción la actividad administrativa en la que concurran las siguientes notas: 1ª) actividad real dirigida a 
la finalidad de la liquidación o recaudación de la deuda tributaria; 2ª) que sea jurídicamente válida; 3ª) 
notificada al sujeto pasivo; 4ª) y precisa en relación con el concepto impositivo de que se trata. Lo que 
significa que sólo son susceptibles de interrumpir la prescripción los actos tendencialmente ordenados a 
iniciar o a proseguir los respectivos procedimientos administrativos o que, sin responder a la mera finalidad 
de interrumpir la prescripción, contribuyan efectivamente a la liquidación, la recaudación o la imposición de 
sanción en el marco del impuesto de que se trate. Entre otras muchas, las SSTS de 19 de febrero de 2019, 
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relacionados, de modo que la validez y eficacia de las actuaciones tributaria dependen de la validez y 
eficacia de las actuaciones de gestión catastral. El punto de conexión entre gestión catastral y gestión 
tributaria está en la determinación de la base imponible del impuesto que viene constituido por el valor 
catastral, valor que se configura como el resultado de la gestión catastral y el punto de partida para la gestión 
tributaria, con lo que la gestión tributaria empieza, por tanto, donde termina la gestión catastral. 
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  1. El representante procesal del ayuntamiento de Valencia presentó recurso de casación contra la sentencia 
de 10 de diciembre de 2019 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 6 de Valencia que estimó 
en parte el recurso contencioso-administrativo en el procedimiento abreviado nº 193/2019, en relación con el 
impuesto sobre bienes inmuebles ["IBI"].  
  2. Tras justificar la concurrencia de los requisitos reglados de plazo, legitimación y recurribilidad de la 
resolución judicial impugnada, identifica como normas infringidas las siguientes disposiciones, que reputa que 
forman parte del Derecho estatal: los artículos 11.2.d), 12 y 19 del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario (BOE de 8 de marzo) ["TRLCI"], en 
relación con los artículos 66, 67 y 68 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (BOE de 18 de 
diciembre) ["LGT"].  
 Así mismo, considera vulneradas. las siguientes sentencias dictadas por las salas de lo contencioso-
administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia: 
 
 * De la Sección Novena de Madrid, de 9 de enero de 2018 (recurso 76/2017; ES:TSJM:2018:1166). 
 * De la Sección Primera de Cataluña, 20 de noviembre de 2015 (recurso 158/2014; 
ES:TSJCAT:2015:11386). 
  3. Razona que las infracciones denunciadas son relevantes y determinantes del fallo de la sentencia 
recurrida, ya que el juzgador a quo basa su resolución en considerar que el procedimiento de gestión catastral no 
tiene naturaleza tributaria y, por tanto, la resolución de la Gerencia Catastral, alterando el valor catastral del inmueble 
objeto de tributación, no produce efectos interruptivos respecto a la prescripción del derecho de la Administración 
para liquidar el tributo, en este caso el IBI  
  4. Considera que el recurso cuenta con interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, por 
las siguientes razones:  
 
  4.1. La sentencia impugnada fija, ante cuestiones sustancialmente iguales, una interpretación de las normas 
de Derecho estatal o de la Unión Europea en la que se fundamenta el fallo, contradictoria con la propugnada por 
otros órganos jurisdiccionales [ artículo 88.2.a) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa (BOE de 14 de julio) -"LJCA"-], en relación con las sentencias anteriormente señaladas.  
  4.2. Se dan las circunstancias establecidas en las letras b) y c) del artículo 88.2 LJCA, toda vez que la 
sentencia de instancia proclama que los procedimientos administrativos instruidos en el ámbito catastral no tienen 
naturaleza tributaria y, por ende, no tiene efectos en cuanto a la prescripción del derecho de la Administración 
tributaria para el cobro de los distintos tributos, resultando dicha interpretación gravemente dañosa para el interés 
general, además de afectar a un gran número de situaciones.  
  4.3. Concurre la presunción prevista en el artículo 88.3.b) LJCA, habida cuenta que la sentencia impugnada 
se aparta deliberadamente de la jurisprudencia existente, afirmando la Corporación local recurrente que así consta 
expresamente en la sentencia impugnada, cuando se aparta de las mencionadas sentencias de los TSJ de Madrid 
y Cataluña, fundamentadas en la sentencia del Tribunal Supremo de 13 de enero de 2011 (casación 164/2007; 
ES:TS:2011:757).  
 
 Segundo. 
 
  El juzgador de instancia tuvo por preparado el recurso de casación mediante auto de 21 de enero de 2020, 
habiendo comparecido únicamente el ayuntamiento de Valencia -parte recurrente- ante esta Sala Tercera del 
Tribunal Supremo dentro del plazo de 30 días señalado en el artículo 89.5 LJCA.  
 Es Magistrado Ponente el Excmo. Sr. D. Dimitry Berberoff Ayuda, Magistrado de la Sala. 
 

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 
 
 Primero. 
 
  1. El escrito de preparación fue presentado en plazo ( artículo 89 LJCA, apartado 1), la sentencia contra la 
que se dirige el recurso es susceptible de casación ( artículo 86 LJCA, apartados 1 y 2) y el ayuntamiento recurrente 
se encuentra legitimado para interponerlo, por haber sido parte en el proceso de instancia ( artículo 89 LJCA, 
apartado 1).  
  2. En el escrito de preparación se acredita el cumplimiento de tales requisitos reglados, se identifican con 
precisión las normas del ordenamiento jurídico estatal y la jurisprudencia que se consideran infringidas, 
oportunamente alegadas en la demanda y tomadas en consideración por el juzgado de instancia; y se justifica que 
las infracciones denunciadas han sido relevantes y determinantes del fallo impugnado [ artículo 89.2 LJCA, letras 
a), b), d) y e)].  
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  3. El repetido escrito fundamenta especialmente que concurre interés casacional objetivo para la formación 
de jurisprudencia porque la sentencia discutida: (i) fija, para supuestos sustancialmente iguales, una doctrina 
contradictoria con la establecida por otros órganos jurisdiccionales [ artículo 88.2.a) LJCA]; (ii) doctrina que puede 
ser gravemente dañosa para los intereses generales [ artículo 88.2.b) LJCA]y (iii) afecta a un gran número de 
situaciones [ artículo 88.2.c) LJCA]; con lo que se justifica suficientemente, desde una perspectiva formal, la 
conveniencia de un pronunciamiento de este Tribunal Supremo [ artículo 89.2.f) LJCA].  
 Por el contrario, no se cumplen las exigencias del propio artículo 89.2.f) LJCA respecto de la invocación de 
la presunción del artículo 88.3.b) LJCA. En efecto, el ayuntamiento recurrente no ha justificado que el supuesto y 
alegado apartamiento de la jurisprudencia del Tribunal Supremo fuera "deliberado", esto es, consciente y reflexivo, 
tal como resultaría exigible conforme al precepto antes referido [ vid., por todos, los autos de 13 de julio de 2017 
(queja 379/2017, ES:TS:2017:7648A) y de 20 de julio de 2017 (queja 393/2017, ES:TS:2017:7660A)], limitándose, 
sin mayor argumentación, a invocar de forma genérica la citada presunción.  
 En ese sentido, la sentencia de instancia [FJ 3º] no llega ni a citar la sentencia del Tribunal Supremo a que 
se refiere el Consistorio en su escrito de preparación del recurso de casación, siendo así que lo que el juzgador a 
quo manifiesta es su discrepancia respecto de otras sentencias dictadas por diferentes tribunales superiores de 
justicia y juzgados de los contencioso-administrativo del mismo partido judicial, sin que tales resoluciones tengan la 
consideración de jurisprudencia, ex artículo 1.6 del Código Civil [ vid., por todos, auto de 14 de febrero de 2020 
(queja 534/2019: ES:TS:2020:3685A)], por lo que no resulta admisible la invocación de la referida presunción.  
 
 Segundo. 
 
  1. El artículo 11 TRLCI, relativo a la obligatoriedad de la incorporación de los bienes inmuebles al Catastro 
y a los tipos de procedimientos, determina que:  
 
 "1. La incorporación de los bienes inmuebles en el Catastro Inmobiliario, así como de las alteraciones de 
sus características, que conllevará, en su caso, la asignación de valor catastral, es obligatoria y podrá extenderse a 
la modificación de cuantos datos sean necesarios para que la descripción catastral de los inmuebles afectados 
concuerde con la realidad. 
 2. Dicha incorporación se realizará mediante alguno de los siguientes procedimientos: 
 
 a) Declaraciones, comunicaciones y solicitudes. 
 b) Subsanación de discrepancias y rectificación. 
 c) Inspección catastral. 
 d) Valoración. 
 3. En caso de fincas que hayan sido objeto de coordinación conforme a la legislación hipotecaria, se tomará 
en cuenta, a los efectos del Catastro, la descripción gráfica coordinada, salvo que la fecha del documento por el que 
se produce la incorporación al Catastro sea posterior a la de la coordinación". 
 Así mismo, el artículo 12 TRLCI, en cuanto a su régimen jurídico, dispone que: 
 
 "1. Los procedimientos a que se refiere el artículo anterior tendrán naturaleza tributaria y se regirán por lo 
dispuesto en esta ley, siendo de aplicación supletoria las disposiciones de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, y de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, así como sus disposiciones de desarrollo. 
 2. A efectos catastrales, no será de aplicación lo establecido en los artículos 54 y 55 del texto refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, en el artículo 33 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, y en las demás normas concordantes, a las escrituras y documentos que 
contengan hechos, actos o negocios susceptibles de inscripción en el Catastro Inmobiliario.  
 3. Los actos resultantes de los procedimientos de incorporación serán motivados con referencia a los hechos 
y fundamentos de derecho. Cuando el acto incluya la determinación de un nuevo valor catastral, éste se motivará 
mediante la expresión de la ponencia de la que traiga causa y, en su caso, de los módulos básicos de suelo y 
construcción, el valor en polígono, calle, tramo, zona o paraje, el valor tipo de las construcciones y de las clases de 
cultivo, la identificación de los coeficientes correctores aplicados y la superficie de los inmuebles. 
 4. Los actos citados en el apartado anterior son susceptibles de ser revisados en los términos establecidos 
en el título V de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin que la interposición de la reclamación 
económico-administrativa suspenda su ejecutoriedad, salvo que excepcionalmente sea acordada la suspensión por 
el tribunal económico-administrativo competente, cuando así lo solicite el interesado y justifique que su ejecución 
pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación, ordenando, en su caso, la adopción de las medidas 
cautelares que sean necesarias para asegurar la protección del interés público y la eficacia de la resolución 
impugnada. 
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 5. En los procedimientos a que se refiere el artículo anterior, las actuaciones se entenderán con el obligado 
a realizar la declaración o comunicación o con quien formule la solicitud, según los casos". 
 Así mismo, la Disposición adicional tercera, cuyo objeto es el procedimiento de regularización catastral, 
previene que: 
 
 "1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 11 de este Texto Refundido, la incorporación al Catastro 
Inmobiliario de los bienes inmuebles urbanos y de los bienes inmuebles rústicos con construcción, así como de las 
alteraciones de sus características, podrá realizarse mediante el procedimiento de regularización catastral. 
 Este procedimiento se iniciará de oficio en los supuestos de incumplimiento de la obligación de declarar de 
forma completa y correcta las circunstancias determinantes de un alta o modificación, con el fin de garantizar la 
adecuada concordancia de la descripción catastral de los bienes inmuebles con la realidad inmobiliaria. 
 Será de aplicación el procedimiento de regularización, en lo no previsto por esta disposición, el régimen 
jurídico establecido en los artículos 11 y 12 de este Texto Refundido. 
 2. El procedimiento de regularización se aplicará en aquellos municipios y durante el período que se 
determinen mediante resolución de la Dirección General del Catastro, que deberá publicarse en el "Boletín Oficial 
del Estado". No obstante, el plazo previsto en dicha resolución podrá ser ampliado por decisión motivada del mismo 
órgano, que igualmente habrá de ser publicada en el "Boletín Oficial del Estado". 
 Una vez publicada en el "Boletín Oficial del Estado" la citada resolución y durante el período al que se refiere 
la misma, las declaraciones que se presenten fuera del plazo previsto por la correspondiente normativa no serán 
objeto de tramitación conforme al procedimiento de incorporación mediante declaraciones regulado en el artículo 
13, sin perjuicio de que la información que en ellas se contenga y los documentos que las acompañen se entiendan 
aportados en cumplimiento del deber de colaboración previsto en el artículo 36 y sean tenidos en cuenta a efectos 
del procedimiento de regularización. 
 Las actuaciones objeto de regularización quedarán excluidas de su tramitación a través de fórmulas de 
colaboración. 
 3. La tramitación del procedimiento de regularización se realizará conforme a las siguientes previsiones: 
 
 a) El procedimiento de regularización se iniciará de oficio por acuerdo del órgano competente. La iniciación 
se comunicará a los interesados, a quienes se concederá un plazo de 15 días para que formulen las alegaciones 
que estimen convenientes. 
 Sin perjuicio del deber de colaboración regulado en el artículo 36 de este Texto Refundido, las actuaciones 
podrán entenderse con los titulares de los derechos previstos en el artículo 9, aún cuando no se trate de los obligados 
a realizar la declaración. 
 b) En aquellos supuestos en que no existan terceros afectados por el procedimiento, éste podrá iniciarse 
directamente con la notificación de la propuesta de regularización, junto con la liquidación de la tasa de 
regularización catastral prevista en el apartado 8. En dicha propuesta de regularización se incluirá una referencia 
expresa al presente precepto y a los recursos que procedan frente a la resolución definitiva. 
 El expediente se pondrá de manifiesto a los interesados para la presentación de las alegaciones que estimen 
oportunas durante un plazo de 15 días desde la fecha de la notificación. Cuando, transcurrido este plazo, los 
interesados no hayan formulado alegaciones, la propuesta de regularización se convertirá en definitiva y se 
procederá al cierre y archivo del expediente, entendiéndose dictado y notificado el correspondiente acuerdo de 
alteración contenido en la propuesta de regularización desde el día siguiente al de finalización del mencionado plazo. 
 c) La notificación a los interesados se practicará de conformidad con lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa será de seis meses 
desde que se notifique a los interesados el acuerdo de iniciación o la propuesta de regularización. El vencimiento 
del plazo máximo de resolución determinará la caducidad del expediente y el archivo de todas las actuaciones. 
 4. La incorporación en el Catastro de los bienes inmuebles o la modificación de su descripción resultante de 
la regularización, surtirá efectos desde el día siguiente a aquél en que se produjeron los hechos, actos o negocios 
que originen la incorporación o modificación catastral, con independencia del momento en que se notifiquen, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo tercero de la disposición adicional cuarta para aquellos bienes inmuebles que 
tengan naturaleza rústica y cuenten con construcciones indispensables para el desarrollo de las explotaciones 
agrícolas, ganaderas o forestales. 
 5. La regularización de la descripción catastral de los inmuebles en virtud del procedimiento regulado en 
esta disposición, excluirá la aplicación de las sanciones que hubieran podido exigirse por el incumplimiento de la 
obligación de declarar de forma completa y correcta las circunstancias determinantes del alta o modificación de los 
mismos. 
 6. La determinación de la base liquidable del Impuesto sobre Bienes Inmuebles para los bienes que sean 
objeto de regularización se realizará por la Dirección General del Catastro conforme a lo previsto en los artículos 
67.1.b).4.º y concordantes del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales [...]".  
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 Por su parte, el artículo 67 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (BOE de 9 de marzo) ["TRLHL"], en lo que hace a 
la reducción en la base imponible del IBI, prevé que:  
 
 1. La reducción en la base imponible será aplicable a aquellos bienes inmuebles urbanos y rústicos que se 
encuentren en algunas de estas dos situaciones: 
 
 [...] b) Inmuebles situados en municipios para los que se hubiera aprobado una ponencia de valores que 
haya dado lugar a la aplicación de la reducción prevista en el párrafo a) anterior y cuyo valor catastral se altere, 
antes de finalizar el plazo de reducción, por alguna de las siguientes causas: 
 
 1.º Procedimientos de valoración colectiva de carácter general. 
 2.º Procedimientos de valoración colectiva de carácter parcial. 
 3.º Procedimientos simplificados de valoración colectiva. 
 4.º Procedimientos de inscripción mediante declaraciones, comunicaciones, solicitudes, subsanación de 
discrepancias e inspección catastral [...]". 
 Finalmente, el artículo 66 LGT, referente a los plazos prescripción, establece que prescribirá a los cuatro 
años:  
 
 "a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación [...]". 
  2. La sentencia de instancia considera que el procedimiento de gestión catastral no tiene naturaleza 
propiamente tributaria y, por ende, no interrumpe el plazo de prescripción para liquidar las cuotas tributarias del IBI, 
tras la regularización catastral llevada a cabo por la Dirección Regional del Catastro, razonando cuanto sigue:  
 
 "[...] Se alega por la Administración demandada que el Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo de 
gestión compartida, sin que puedan entenderse las actuaciones de una Administración independientes de la otra, 
ya que se encuentran íntimamente ligadas e interrelacionadas. Ahora bien, ello no supone que se encuentren 
conectadas en régimen de unidad, sino de dependencia, no pudiendo la Administración tributaria contradecir lo 
declarado por la Administración catastral; así, de entenderse que dicha relación implica que toda actuación catastral 
tiene naturaleza tributaria, quedaría abierto para los contribuyentes la posibilidad de impugnar en vía tributaria 
defectos de naturaleza catastral como el valor asignado, lo que, como sabemos, no está permitido. 
 Por ello, siendo que la liquidación efectuada correspondiente al año dos mil trece ha prescrito, por 
funcionamiento anormal de dicha Administración local, que en vez de realizarlo inmediatamente después de dicha 
notificación de alteración catastral en el mes de septiembre de dos mil dieciséis, la dilató y notificó pasado el 
veintiuno de enero del siguiente año, provocando la prescripción de la anualidad correspondiente al devengo 
acaecido con al menos cuatro años de antelación, procede la estimación parcial del recurso". 
 
 Tercero. 
 
  1. Conforme a lo indicado anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA, en relación 
con el 90.4 de la misma norma, procede admitir a trámite este recurso de casación, precisando que la cuestión con 
interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia consiste en determinar si la tramitación de un 
procedimiento de regularización catastral, que conlleva la modificación del valor catastral en virtud del cual se fija la 
base imponible del impuesto sobre bienes inmuebles, interrumpe o no el plazo de prescripción del derecho de la 
Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación de las cuotas de ese tributo.  
  2. Existe interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia porque en este litigio se presenta 
un problema jurídico que trasciende del caso objeto del pleito, con lo que estaría presente la circunstancia de interés 
casacional del artículo 88.2.c) LJCA, entendiéndose necesario el pronunciamiento de este Tribunal Supremo, pues 
son numerosos los casos en que se tramitan procedimientos de regularización catastral con la consiguiente 
incidencia en el ámbito de la gestión de los tributos locales, en particular en la fijación de la base liquidable del IBI, 
lo que hace conveniente la interpretación de las normas y principios aplicables en esta materia.  
  3. Por otra parte, conviene tener presente que la mencionada sentencia del Tribunal Supremo de 13 de 
enero de 2011, en torno a las características que han de reunir los actos de la Administración para que puedan tener 
eficacia interruptora de la prescripción, fija la doctrina consistente en que sólo interrumpe el plazo de prescripción la 
actividad administrativa en la que concurran las siguientes notas: 1ª) actividad real dirigida a la finalidad de la 
liquidación o recaudación de la deuda tributaria; 2ª) que sea jurídicamente válida; 3ª) notificada al sujeto pasivo; 4ª) 
y precisa en relación con el concepto impositivo de que se trata. Lo que significa que sólo son susceptibles de 
interrumpir la prescripción los actos tendencialmente ordenados a iniciar o a proseguir los respectivos 
procedimientos administrativos o que, sin responder a la mera finalidad de interrumpir la prescripción, contribuyan 
efectivamente a la liquidación, la recaudación o la imposición de sanción en el marco del impuesto de que se trate.  
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 De igual modo, es preciso indicar que, entre otras muchas, las sentencias de 19 de febrero (casación 
128/2016; ES:TS:2019:579) y 5 de marzo de 2019 (casación 1431/2017; ES:TS:2019:772) y 18 de junio de 2020 
(casación 652/2018; ES:TS:2020:1858) han puesto de relieve la permeabilidad de la distinción entre gestión catastral 
y gestión tributaria, siendo así que la exacción de IBI se produce mediante procedimientos administrativos que se 
encuentran secuencialmente relacionados, de modo que la validez y eficacia de las actuaciones tributaria dependen 
de la validez y eficacia de las actuaciones de gestión catastral. El punto de conexión entre gestión catastral y gestión 
tributaria está en la determinación de la base imponible del impuesto que viene constituido por el valor catastral, 
valor que se configura como el resultado de la gestión catastral y el punto de partida para la gestión tributaria, con 
lo que la gestión tributaria empieza, por tanto, donde termina la gestión catastral. 
  4. Habiéndose apreciado interés casacional conforme a lo ya indicado, no es preciso examinar, conforme 
al artículo 88.1 LJCA en relación con el artículo 90.4 LJCA, si concurren las restantes circunstancias alegadas por 
el recurrente en el escrito de preparación del recurso para justificar su admisión.  
 
 Cuarto. 
 
  1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA, en relación con el artículo 90.4 LJCA, procede admitir 
este recurso de casación, cuyo objeto será, por presentar interés casacional objetivo para la formación de la 
jurisprudencia, la cuestión enunciada en el apartado 1 del anterior razonamiento jurídico de esta resolución.  
 
  2. Las normas jurídicas que, en principio, serán objeto de interpretación son los artículos 11, 12 y la 
Disposición adicional tercera TRLCI y los artículos 67 TRLHL y 66 LGT. Ello sin perjuicio de que la sentencia haya 
de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente trabado en el recurso, ex artículo 90.4 LJCA.  
 
 Quinto. 
 
  Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 LJCA, este auto se publicará íntegramente en la página web 
del Consejo General del Poder Judicial, en la sección correspondiente al Tribunal Supremo.  
 
 Sexto. 
 
  Procede comunicar inmediatamente al juzgado de instancia la decisión adoptada en este auto, como 
dispone el artículo 90.6 LJCA, y conferir a las actuaciones el trámite previsto en los artículos 92 y 93 LJCA, 
remitiéndolas a la Sección Segunda de esta Sala, competente para su sustanciación y decisión de conformidad con 
las reglas de reparto.  
 Por todo lo anterior, 
 

LA SECCIÓN DE ADMISIÓN ACUERDA:  
 

  1º) Admitir el recurso de casación RCA/684/2020, preparado por el ayuntamiento de Valencia contra la 
sentencia de 10 de diciembre de 2019 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 6 de Valencia en 
el procedimiento abreviado nº 193/2019.  
  2º) Indicar la cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, que 
consiste en:  
 
 Determinar si la tramitación de un procedimiento de regularización catastral, que conlleva la modificación 
del valor catastral en virtud del cual se fija la base imponible del impuesto sobre bienes inmuebles, interrumpe o no 
el plazo de prescripción del derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna 
liquidación de las cuotas de ese tributo. 
  3º) Identificar como preceptos que, en principio, serán objeto de interpretación: los artículos 11, 12 y la 
Disposición adicional tercera del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, y los artículos 67 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y 66 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere 
el debate finalmente trabado en el recurso, ex artículo 90.4 LJCA.  
  4º) Publicar este auto en la página web del Consejo General del Poder Judicial, sección correspondiente al 
Tribunal Supremo.  
  5º) Comunicar inmediatamente al juzgado de instancia la decisión adoptada en este auto.  
  6º) Remitir las actuaciones a la Sección Segunda de esta Sala, competente de conformidad con las normas 
de reparto, para su tramitación y decisión.  
 Así lo acuerdan y firman. 
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 D. Luis María Díez-Picazo Giménez 
 D. Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo D. César Tolosa Tribiño 
 D. Ángel Ramón Arozamena Laso D. Dimitry Berberoff Ayuda 
El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el Centro de 
Documentación Judicial (CENDOJ). La Editorial CEF, respetando lo anterior, introduce sus propios marcadores, 
traza vínculos a otros documentos y hace agregaciones análogas percibiéndose con claridad que estos elementos 
no forman parte de la información original remitida por el CENDOJ. 
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